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Expediente: **********. 
Juicio: Ordinario civil pérdida patria 
potestad. 
Parte actora: ******************************. 
Parte demandada: **********. 
Resolución: Sentencia definitiva. 

 

En la ciudad de Guadalupe, Nuevo León, a trece de enero de 
dos mil veintiséis. 

 
Se dicta sentencia definitiva que declara fundada la acción 

instada por ******************************, determinando que ********** ha 
perdido el derecho de ejercer la patria potestad sobre su hijo, a quien se 
identificará con las iniciales de su nombre, **********.1 

 
1. Glosario. 

 
Parte actora y/o accionante. ******************************. 

Parte demandada y/o demandado. **********. 

Niño y/o infante.2 **********. 

Tutor provisional. Licenciado **********. 

Agente del Ministerio Público. Licenciada ********************. 

Código Civil. Código Civil del Estado de Nuevo León. 

Código de Procedimientos. Código de Procedimientos Civiles del Estado de Nuevo León. 

Constitución. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Ley Orgánica. Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Nuevo León. 

 
En la presente resolución se utiliza un lenguaje claro, sencillo, 

evitando términos jurídicos, párrafos extensos, así como la transcripción 
innecesaria de constancias, ello con la finalidad de que la ciudadanía pueda 

leerla y comprenderla fácilmente,3 pero cumpliendo a cabalidad los 
principios de exhaustividad, congruencia, claridad, motivación y 
fundamentación que rigen en los fallos judiciales, acorde al numeral 402 del 
Código de Procedimientos, en concordancia con los diversos 14 y 16 de la 
Constitución. 

2. Resultando. 
 

2.1. Demanda. La parte actora reclama la pérdida de la patria 
potestad que ejerce el demandado respecto del niño, con base en los 
hechos que expuso en su escrito inicial de demanda, mismos que en este 
acto se tienen por reproducidos como si a la letra se insertasen, en aras de 
la economía procesal. 

 
2.2. Trámite. La solicitud se admitió a trámite, ordenando emplazar 

a la parte demandada, lo que se materializó en la forma y términos que se 
desprenden de autos, advirtiendo que compareció oportunamente a 

 

 

1
 Se puntualiza que en el presente asunto se encuentran involucrados derechos de un niño; la referencia que a él 

se haga será mediante las iniciales de su nombre y apellidos, conforme a lo dispuesto en el Capítulo II, 
denominado “Principios Generales para la Consideración de las y los Juzgadores; principio 14 relativo al Interés 
Superior del Niño, segundo y tercer párrafos; capitulo III, llamado “Reglas y consideraciones Generales para las 
y los Juzgadores”, punto 6 de la Privacidad, 5 y punto 7 apartados a, d y , segundo párrafo, de las Medidas para 
proteger la intimidad y el bienestar de Niñas, Niños y Adolescentes, 6 todos del “Protocolo de Actuación para 
quienes imparten justicia en casos que involucran Niñas, Niños y Adolescentes”, elaborado por la Presidencia de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, segunda edición 2014 (dos mil catorce), lo anterior a fin de 
salvaguardar su identidad. 
2
 De acuerdo con el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Infancia y Adolescencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, se abandona el término “menor” para referirnos a las niñas, niños, adolescentes y/o 
personas menores de edad. Por muchos años, el lenguaje utilizado para nombrar a niñas, niños y adolescentes 
ha sido uno que parece otorgarles una condición de incapacidad. El arraigado vocablo “menor” implica una 
situación relacional en la que siempre habrá un “mayor”, es decir, hace referencia a una comparación con algo 
que se considera jerárquicamente superior. Por tanto, trasmite un mensaje de inferioridad que en ciertas 
situaciones puede resultar discriminatorio. En el ámbito jurídico, la utilización del término “menor” como sustantivo 
revela una visión tutelar hacia las personas que las limita en su autonomía. 
3
 Para un análisis detallado, puede consultarse la obra de la Sala Regional Monterrey del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, Manual para la Elaboración de Sentencias. Justicia Electoral Cercana a la 
Ciudadanía. Monterrey, Nuevo León. Cerro de la Silla Editores, S.A. de C.V., 2015. 



 
formular contestación a la demanda planteada en su contra; además, se 
agotaron las etapas de réplica y dúplica. 

 
Asimismo, se declaró el estado de minoridad del infante, 

designándole tutor provisional que lo representara únicamente en el 
presente juicio, profesionista que en su oportunidad aceptó y protestó el 
cargo conferido. 

 
Fijada la litis, se calificaron las pruebas ofrecidas por los 

contendientes, señalando fecha para la audiencia de pruebas y alegatos, la 
cual se materializó en la forma y términos que se desprenden del sumario. 

 
Posteriormente, se citó al niño a una audiencia en la que fue 

entrevistado y externó su opinión. 
 

Se otorgó intervención al tutor provisional y a la Agente del 
Ministerio Público, quienes realizaron las manifestaciones que a su 
representación social y legal correspondía. 

 
Finalmente, agotada la secuela procedimental respectiva, se 

ordenó dictar sentencia, siendo suspendida para efecto de recabar un 
medio de prueba ofrecido por la parte demandada, que no fue posible 
obtener en la etapa procesal oportuna. 

 
Satisfecho lo anterior, nuevamente se ordenó dictar el fallo que 

corresponde. 
 

3. Considerando. 
 

3.1. Generalidades de las sentencias. El artículo 19 del Código 
Civil señala que las controversias judiciales del orden civil deben resolverse 
conforme a la letra de la ley o a su interpretación jurídica. A falta de ley se 
resolverán conforme a los principios generales de derecho. Los artículos 
402 y 403 del Código de Procedimientos, disponen que las sentencias 
deberán ser claras, precisas y congruentes, condenando o absolviendo a la 
parte demandada y decidiendo todos los puntos litigiosos que hayan sido 
objeto del debate; se ocupará exclusivamente de las acciones deducidas y 
de las excepciones opuestas. 

 
3.2. Competencia. Se surte en favor de este juzgado para conocer 

del presente negocio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 98, 
99, 100 y 111 fracción XV del Código de Procedimientos y en lo dispuesto 
por el numeral 35 de la Ley Orgánica, supuesto que en el presente caso se 
actualiza, en virtud de que en el presente expediente se encuentran 
inmersos derechos de un infante y su domicilio se ubica en el territorio en 
el que este tribunal ejerce su jurisdicción. 

 
3.3. Procedencia. La demanda planteada cumple con los requisitos 

de procedencia, según lo establecido por el Código de Procedimientos, por 
lo siguiente: 

 
3.3.1. Vía. La vía ordinaria civil elegida por la parte actora se 

estima la correcta, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 638 del Código 
de Procedimientos, que dispone que las controversias que no tienen 
señalado tramitación especial se ventilarán en juicio ordinario, hipótesis que 
se surte en el presente caso. 
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3.3.2. Personalidad. Consta en autos al presente juicio 
comparecieron la parte actora y la parte demandada, ambos en ejercicio 
de sus propios derechos, advirtiéndose además que ambos se presentaron 
de manera personal para el desahogo de la audiencia de pruebas y 
alegatos, en la que se identificaron mediante la exhibición de sus 
credenciales para votar, expedidas por el Instituto Nacional Electoral. 

 
Por ello, se concluye válidamente que son mayores de edad, lo que 

genera certeza a quien ahora juzga que no hay restricción a su personalidad 
jurídica por razón de la edad y no advirtiéndose de autos alguna otra causa 
que implique de igual manera incapacidad legal o natural, es por ello que se 
considera que se encuentran en pleno ejercicio de sus derechos y que 
pueden comparecer a juicio, como así lo hicieron. 

 
En lo que respecta al tutor provisional, comparece a juicio en 

representación del niño, personalidad que le deriva precisamente de este 
sumario, puesto la suscrita juez lo designó con tal carácter; cargo que 
oportunamente aceptó y protestó en legal forma. 

De manera que la personalidad de las partes se encuentra 
plenamente acreditada, en términos de lo dispuesto por el artículo 9 del 
Código de Procedimientos. 

 
3.3.3. Legitimación. Una vez que fue analizado el aspecto de la 

personalidad, toca el turno determinar la legitimación (tanto activa como 
pasiva), ya que constituye un presupuesto procesal que debe estudiarse de 
oficio por la suscrita juzgadora; por lo tanto, previo al estudio de la acción 
intentada, se analizará en forma prioritaria dicha figura procesal. 

 
En ese sentido, es dable estimar que la legitimación activa se 

entiende como la identidad de la persona a quien la ley le concede el 
derecho subjetivo que se ejercita a través de la acción que se deduce ante 
los tribunales, con la persona que la deduce y que, por lo tanto, es una 
condición que el actor debe probar para que se pronuncie sentencia 
favorable; mientras que la legitimación pasiva se entiende como la persona 
que está obligado frente a quien tiene el derecho de demandarlo, y en ese 
sentido hacer que cumpla con la pretensión del actor mediante la sentencia 
que se pronuncie en juicio. 

 
Bajo ese tenor, se infiere que la parte actora ejerce su derecho de 

acción para que se pronuncie sentencia que declare la pérdida del derecho 
de la parte demandada a ejercer la patria potestad respecto del infante. 

 
Entonces, como la legitimación en la causa deriva del ejercicio de 

la patria potestad que se controvierte, el presupuesto lógico jurídico a 
acreditarse es que las partes detentan tal derecho, lo que lo lleva a 
encontrarse inmiscuidos en la controversia plantead. 

 
En ese sentido, resulta necesario destacar que, según lo dispuesto 

por el primer párrafo del numeral 414 del Código Civil,4 el padre y la madre 
son los titulares de la patria potestad conjuntamente sobre sus hijos 
menores de edad. 

 
Por ello, es válido concluir que resulta necesario acreditar, como 

presupuesto procesal, el vínculo paterno y materno filial existente entre el 
 

4
 Art. 414.- En los términos de este Capítulo, el padre y la madre son los titulares de la patria potestad 

conjuntamente sobre las hijas e hijos; y solamente por falta o impedimento de éstos, corresponderá su ejercicio 
a los abuelos, siempre y cuando no afecten el interés superior de la niñez y estos últimos manifiesten su voluntad 
de ejercerla en los términos de este precepto. […] 



 
niño, la parte actora y la parte demandada, en su calidad de madre y 
padre el ejercicio de la patria potestad que ejercen sobre aquél y que es 
precisamente el derecho controvertido. 

 
En ese sendero, tenemos que la parte actora allegó al 

procedimiento la certificación del registro civil relativa al nacimiento del 
infante. 

 
Instrumento público al que le asiste valor demostrativo pleno, al 

tenor de lo que prescriben los artículos 239 fracción II, 287 fracción IV, 369 
y demás relativos del Código de Procedimientos y con el que se acredita el 
parentesco por consanguinidad existente entre los antagonistas y el niño, 
lo que constituye su legitimación en la causa. 

 
3.4. Planteamiento del caso. En el asunto que nos ocupa, la parte 

actora solicita declaración judicial que condene a la parte demandada a la 
pérdida del derecho a ejercer la patria potestad respecto del infante. Como 
sustento de sus pretensiones señaló (esencialmente): 

 
1. Que en el año ********** comenzó una relación con el demandado, 

luego comenzaron a vivir en unión libre por un lapso de dos meses; 
pero aún separados se seguían frecuentando, por lo que en ese 
lapso procrearon a su hijo. 

2. Que actualmente ella y su hijo viven en el domicilio ubicado en la 
calle **********, en esta ciudad. 

3. Aseguró que la parte demandada se fue del domicilio en el que 
habitaban (el de la ascendiente materna de la parte actora), 
ubicado en la calle **********, Nuevo León, ya que no permanecía 
en ningún empleo fijo, pues renunciaba o lo corrían, hasta que 
decidió emprender su negocio informal de venta de ******** (ya que 
estudió una carrera **********); pero igual sacaba excusas para no 
instalar su puesto de ******* y cuando sí lo hacía, ella le tenía que 
costear los insumos. Por ello, a causa de discusiones, 
inestabilidad económica, celos y manipulación, él se fue de la casa, 
sin aportar si su hijo contaba con lo indispensable para subsistir. Y, 
aunque mantuvieron contacto, no solucionaron sus problemas. 
Expresó que posteriormente se mudó del domicilio de su 
ascendiente materna, sola con su hijo a una casa de renta, 
trabajando para mantener y cuidar a su hijo, batallando para que su 
ahora antagonista se hiciera cargo de sus obligaciones. 
Que en esa época ella solicitó a su antagonista que le ayudara a 
cuidar a su hijo los fines de semana, para ella irse a trabajar y 
obtener recursos para la manutención del infante, lo que subsistió 
por un lapso de dos años y medio, obteniendo ayuda de los padres 
del demandado, pero éste no proporcionaba lo suficiente en cuanto 
a los alimentos para su hijo. Que la convivencia se daba, hasta que 
en el mes de junio del dos mil veintiuno la parte demandada se 
desapareció con su hijo, no contestaba llamadas ni mensajes, hasta 
que lo localizó y le pidió que le entregara al infante. 
Que en noviembre del dos mil veintidós tuvo contacto con una 
persona que dijo ser abogado del ahora demandado, con la 
intención de llegar a un acuerdo, por lo que ella le formuló tres 
propuestas que su antagonista no aceptó. 
Que en marzo de dos mil veintitrés el niño habló por videollamada 
con la parte demandada, siendo la última vez que tuvieron contacto. 
Que el infante no convive con su la parte demandada desde hace 
tres años (a la fecha de la demanda); y desde entonces ella lo ha 
llevado a terapia psicológica. 
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4. Aseguró que cuando nació su hijo, el demandado cumplía 
esporádicamente con sus obligaciones; pero desde el dos mil 
veintiuno no ha cumplido en su totalidad con sus obligaciones, 
particularmente de estar al pendiente de las necesidades 
alimenticias, afectivas y emocionales del infante; y, desde esa data, 
es ella quien se ha encargado de sufragar todas las necesidades 
de su descendiente, como son alimentación, educación, vivienda, 
vestido, calzado, servicio médico, esparcimiento y hasta clases 
extracurriculares. 
Solicitó la pérdida de la patria potestad que ejerce la parte 
demandada respecto de su hijo, por considerar que se actualiza la 
causal prevista en la fracción V del numeral 444 del Código Civil. 
Concluyó expresando que desde que su hijo tenía ********** años 
de edad, vive con ********************; y agregó que con data 
********** contrajeron matrimonio 

En ejercicio de su derecho de contradicción, la parte demandada 
expresó que considera improcedentes los conceptos que le son 
reclamados. 

 Al referirse al punto uno de hechos, aseguró que él y su 
demandante comenzaron a vivir juntos en el mes de agosto del dos 
mil trece, separándose en octubre de esa misma anualidad, por 
decisión de ella; que en el mes de febrero del dos mil catorce 
volvieron a salir y en abril reanudaron su unión libre, en el domicilio 
de los padres de él, en la calle ******************************, Nuevo 
León (lapso en el que ella se encontraba embarazada). 
Que nacido su hijo, en **********, se trasladaron al domicilio de la 
madre de la parte actora, en la calle **********, Nuevo León, en 
donde vivieron juntos hasta agosto de dos mil quince, cuando la 
parte actora lo echó, debido a que ella tenía una relación 
sentimental con persona diversa. Que en esa ocasión recibió malos 
tratos de su antagonista, por lo que la madre de ésta tuvo que 
intervenir para calmarla. 

 Al dar contestación al punto dos de hechos, reconoció como cierto 
lo narrado por su antagonista, sin suscitar controversia. 

 Por lo que hace al punto tres de hechos, expresó que es falso lo 
narrado por so oponente, reiterando que fue la parte actora quien lo 
lanzó del domicilio donde vivían en unión libre, aun cuando fue ella 
quien sostuvo una relación amorosa con otra persona. 
En torno a su desempleo, lo refuta de falso, pues aseguró que fue 
él quien costeó los estudios profesionales de su ahora antagonista; 
además de sufragar las necesidades alimenticias de su hijo. 
Reconoció que es cierto que después de dejar de vivir juntos 
siguieron en contacto, pero no para solucionar sus problemas; 
únicamente llevaban una buena comunicación y mantenían una 
sana convivencia con su hijo. 
Sostuvo que siempre ha tenido una sana convivencia de manera 
libre con su hijo, incluyendo eventos especiales como la celebración 
de su matrimonio, cumpleaños de su hijo, fiestas infantiles, 
convivencia con los abuelos paternos; a veces por videoconferencia 
a través de la plataforma Zoom. 
Reconoció como cierto que su antagonista se mudó del domicilio de 
su ascendiente materna para irse a rentar una vivienda; pero que 
en todo tiempo cumplía con su obligación de proporcionar alimentos 
a su hijo. Y que cuando se encontró con la negativa de su 
antagonista en recibirle numerario, promovió diligencias 
preliminares de consignación de pensión alimentaria, siendo 



 
admitidas en el Juzgado Tercero Familiar del Primer Distrito Judicial 
del Estado, con el número de expediente **********. 
Alegó que cuando cuidaba de su hijo los fines de semana, era 
porque la parte actora iba a trabajar como ****** de lo que califica 
como “******”. 
Respondió que es falso que se haya “desaparecido” con su hijo; 
pues asegura que lo cierto es que estaba materializando su derecho 
de convivencia con su hijo, al término de la cual, lo regresó con la 
ascendiente materna. 
Aseguró que es su antagonista quien ha coartado el derecho de su 
hijo de convivir con su padre; y agregó que su intención es convivir 
con su hijo, sin afectar su sano desarrollo; que siempre le ha 
preguntado la manera en la que considera correcta la práctica de 
las convivencias. Que si ha existido un lapso de tiempo en el que 
no ha convivido con su hijo es porque ella lo ha querido así, pues le 
da evasivas para que el tiempo transcurra y no se efectúe. 
Sostuvo que es falso que tenga más de tres años sin convivir con 
su hijo, pues tuvo una convivencia por video llamada en fecha 
treinta de marzo de dos mil veintitrés, la cual tuvo una duración de 
poco menos de una hora. 
Al referirse a la terapia psicológica que su antagonista ha brindado 
a su hijo, considera que debido a que son servicios particulares, 
cabe la posibilidad de que se efectúe de forma parcial en su contra. 

 Finalmente, al dar contestación al punto cuatro de hechos, sostuvo 
que jamás se ha desentendido de su hijo, pues fue su contraparte 
quien no quería recibirle los aportes alimenticios, argumentando 
que por el dinero no debía preocuparse, negándose a recibir 
efectivo, por lo cual promovió la consignación de pensión 
alimenticia. 
Afirmó que ha estado al pendiente (hasta donde se le ha permitido) 
de las necesidades económicas, afectivas, emocionales, 
psicológicas, de convivencia, espirituales y alimenticias de su hijo; 
y si ha dejado de tener contacto con el infante es debido a que es 
la parte actora quien ha coartado el derecho que se establece en el 
marco de la niñez. 

 
3.4.1. Fijación de la litis. De acuerdo a lo antes señalado, la litis se 

centra en determinar si se acreditan los elementos de la causal de pérdida 
de patria potestad que la parte actora invoca como sustento de su 
demanda y, en su caso, si la parte demandada justifica sus excepciones y 
defensas. 

 
Aclaración hecha que el numeral 223 del Código de Procedimientos 

establece que el actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y 
el reo los de sus excepciones; pero sólo cuando el actor pruebe los hechos 
que son el fundamento de su demanda, el reo está obligado a la 
contraprueba que demuestre la inexistencia de aquellos, o a probar los 
hechos que sin excluir el hecho probado por el actor, impidieron o 
extinguieron sus efectos jurídicos. 

 
3.4.2. Análisis de la cuestión planteada. De acuerdo a lo 

señalado por la parte actora en su escrito inicial, sustenta su pretensión 
sobre pérdida de patria potestad en la causal prevista en la fracción V del 
artículo 444 del Código Civil.5 

 

 

5
 Artículo 444.- La patria potestad se pierde por sentencia judicial en los siguientes casos: […] V.- Por abandono 

del menor durante un plazo de más de ciento ochenta días naturales, aun cuando no se comprometa su salud, 
seguridad o moralidad; […] 
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Ahora bien, es importante mencionar que la patria potestad es un 
estado jurídico que impone derechos y obligaciones recíprocos entre los 
padres e hijos, y como tal tiene la cualidad de ser una institución de orden 
público en la que el estado y la sociedad en general tienen especial interés 
en que se preserve y se apliquen en debida forma las normas que la rigen. 

 
El ejercicio de la patria potestad entraña consecuencias 

trascendentales para quienes se encuentran inmersos en esa institución por 
tener la característica original de ser un vínculo natural correlativo de 
derechos, deberes, obligaciones y facultades existentes entre los 
progenitores y descendientes, cuyo origen deriva de relaciones 
generalmente afectivas, que requiere de una atmósfera necesariamente 
enriquecida de los valores más justipreciados como son: dignidad, salud, 
seguridad, integridad, moralidad, protección, cuidado, afecto, armonía, 
estabilidad, satisfacción de necesidades, guía y dirección adecuadas. 

 
En consecuencia, para decretar la pérdida de ese derecho natural 

reconocido por la ley, se requiere demostrar plena y fehacientemente los 
hechos y valorar las circunstancias en que se presenta, para determinar si 
hay razones suficientes que permitan verificar que puedan afectarse los 
valores apuntados y producirse resultados lesivos para las niñas, niños y 
adolescentes, es decir, se debe probar la conducta o proceder del 
progenitor incumplido y razonar los motivos por los cuales se estiman 
afectados los derechos derivados de la institución en comento. 

 
También, la intención del legislador al reformar las causales que 

motiven la pérdida de la patria potestad establecidas en el artículo 444 del 
Código Civil, obedecieron a la necesidad de adecuar a la patente realidad 
que actualmente atraviesa la sociedad en virtud del deficiente desempeño 
que observa en los progenitores que incurren en los supuestos que tal 
dispositivo estatuye, y en aras de salvaguardar la integridad física, mental, 
emocional y social de las niñas, niños y adolescentes sujetos a la patria 
potestad, con el objeto de lograr su sano desarrollo y su probidad como 
personas de bien. 

 
Ahora bien, la fracción V del artículo 444 del Código Civil, relativa al 

abandono del menor durante un plazo de más de ciento ochenta días 
naturales, aun cuando no se comprometa su salud, seguridad o moralidad, 
es necesario que la conducta de los progenitores denote una actitud de 
abandono y desprotección de su menor hijo, con motivo de la obligación 
inherente que como padres tienen para su descendiente, al abandonarlo 
por un plazo de más de ciento ochenta días naturales, mostrando con ello 
una conducta irresponsable en contra del menor afecto a la causa, 
dejándolo abandonado y carente de la presencia y guía maternal y/o 
paternal. 

 
Comportamiento humano así asumido, que se aparta en demasía 

de los principios elementales del respeto, atención, cuidado, protección y 
demás que un padre debe de tener para con sus vástagos menores de 
edad, ocasionándose igualmente un grave incumplimiento en torno a la 
obligación de proporcionar los medios suficientes para la manutención de 
sus hijos, y estar al tanto del aseguramiento de su educación, atención 
médica y demás, pues el legislador limitó la hipótesis de que se trata a la 
indolencia del padre abandonante de las obligaciones que le corresponden 
en el ejercicio de la patria potestad. Sirve de apoyo a lo anterior el criterio 
aislado y jurisprudencial que se inserta a la letra: 

PATRIA POTESTAD. EL ABANDONO DE MENORES DURANTE MÁS DE CIENTO 
OCHENTA DÍAS NATURALES COMO CAUSAL PARA PERDERLA SE ACTUALIZA 



 

 
ANTE EL INCUMPLIMIENTO POR PARTE DE UNO DE LOS PROGENITORES DE LAS 
OBLIGACIONES QUE LE CORRESPONDEN, AUN CUANDO QUEDEN BAJO EL 
CUIDADO DEL OTRO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN). 6 

 

Con la finalidad de acreditar los hechos en que sustenta sus 
pretensiones, la parte actora ofreció como de su intención la documental 
consistente en la certificación del registro civil relativa al nacimiento del 
niño, que fue mencionada y valorada anteriormente (en el apartado de la 
legitimación, a cuyos razonamientos me remito en obviedad de repeticiones 
innecesarias), con la cual se acredita que las partes son los progenitores. 

 
Además, allegó la documental consistente en la certificación del 

Registro Civil relativa al matrimonio de la parte actora con 
********************. 

 
Instrumento público al que le asiste valor demostrativo pleno, al 

tenor de lo que prescriben los artículos 239 fracción II, 287 fracción IV, 369 
y demás relativos del Código de Procedimientos y con el que se acredita el 
hecho que en él se hizo constar. 

 
Sin embargo, con ambos documentos no se acreditan los hechos 

relativos a la causal invocada, como es el abandono del infante que la 
oferente atribuye a su antagonista. 

 
En relación con lo anterior, es importante señalar que el hecho de 

que se le conceda valor probatorio a un elemento de prueba determinado y, 
a la vez, se le haya negado eficacia para justificar los hechos que con ellas 
se pretendió, no resulta contrario a derecho, toda vez que el valor probatorio 
de un elemento de prueba se surte cuando reúne los requisitos exigidos por 
la ley, en tanto que su eficacia probatoria implica, que, además de tener 
valor probatorio, sea conducente y demuestre los hechos que con él se 
pretendan comprobar. 

 
Tiene sustento a lo anterior, el criterio jurisprudencial que en su 

rubro dice: 
 

DOCUMENTOS PÚBLICOS. SU VALOR Y EFICACIA PROBATORIOS EN RELACIÓN 
CON SU PRESENTANTE.7 

 

En otro orden de ideas, se observa que la parte actora allegó las 
documentales que se describen como sigue: 

 
 Constancia de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil 

diecinueve, expedida por la Directora del Instituto ********** 
(incorporado a la Secretaría de Educación del Estado), en la que 
establece que el infante cursaba el ***** grado de preescolar en 
dicha institución, en el ciclo escolar 2019/2020. 

 Certificado de educación preescolar expedido por el Sistema 
Educativo Nacional, de la Secretaría de Educación del Estado de 
Nuevo León, a nombre del niño. 

 

6
 No. Registro: 173,230. Tesis aislada. Materia(s): Civil. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXV, Febrero de 2007. Tesis: IV.1o.C.72 C. 
Página: 1841. Amparo directo 18/2006. 15 de junio de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Sánchez 
Castelán. Secretario: Carlos Rafael Domínguez Avilán. Amparo directo 158/2006. 15 de junio de 2006. 
Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez Pérez. Secretario: Jesús Eduardo Medina Martínez. Amparo 
directo 125/2006. 29 de junio de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez Pérez. Secretario: Pablo 
Peña Canela. Amparo directo 279/2006. 22 de septiembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Lucio Antonio 
Castillo González. Secretario: Bolívar López Flores. 
7
 Novena Época, Registro digital: 168143, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIX, Enero de 2009, Materia(s): Común, Tesis: 
VI.2o.C.289 K Página: 2689. Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. Amparo directo 
287/2008. **********. 17 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. 
Secretario: Raúl Ángel Núñez Solorio. 
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Documentos públicos que cuentan con valor probatorio pleno, al 
tenor de lo dispuesto por los numerales 239 fracción II, 287 fracciones II y 
V, 289, 291, 296, 369 y 370 del Código de Procedimientos. 

 
En lo que a tales instrumentos se refiere, esta autoridad también 

considera que no se acreditan los hechos relativos a la causal invocada, 
como es el abandono del infante que la oferente atribuye a su antagonista. 

 
En lo que concierne a la documental consistente en las 

evaluaciones realizadas al infante, por la psicóloga infantil **********, debe 
considerarse en primer término, que se trata de instrumentos privados y, 
segundo, que han sido objetadas por la parte contraria; por lo tanto, no son 
susceptibles de producir convicción. 

 
En otro sendero, la parte actora también allegó al procedimiento 

diversas documentales consistentes en: a) recibos de pago de cuotas 
escolares y cuotas de actividades extracurriculares; y b) múltiples 
comprobantes de compras y/o pagos efectuados en establecimientos 
comerciales. 

Instrumentos que, en virtud de no haber sido objetados por la parte 
contraria, se les concede valor probatorio, en términos de lo dispuesto por 
los artículos 290, 297, 373 y demás relativos del Código de Procedimientos. 

 
Empero, en opinión de quien ahora se pronuncia, los primeros 

evidencian gastos generados por el niño; empero, los segundos, solo 
justifican las compras descritas, sin embargo, no se acredita que los 
artículos y/o servicios adquiridos hayan sido de uso directo del infante, 
menos aún el nombre de la persona que sufragó los gastos respectivos. 

 
Es decir, los documentos mencionados no cuentan con el alcance 

suficiente para acreditar que como los productos alimenticios, de limpieza, 
de aseo personal y/o medicamentos hayan sido aplicados directamente en 
beneficio del niño. 

 
Y, a la postre, ninguno de los documentos tienen el alcance 

suficiente para evidenciar los hechos relativos a la causal invocada, como 
es el abandono del infante que la oferente atribuye a su antagonista. 

 
Además de lo anterior, se advierte que la parte actora ofreció la 

confesional por posiciones y declaración de parte a cargo de la parte 
demandada, las cuales fueron calificadas de legales y admitidas a trámite, 
teniendo su materialización dentro de la audiencia de pruebas y alegatos. 

 
Elementos de convicción a los que se les otorga valor probatorio 

pleno, de conformidad con los artículos 239 fracción I, 260, 261, 286 bis, 
286 bis I, 360 y demás relativos del Código de Procedimientos, puesto que 
fueron desahogados cumpliendo las formalidades de ley. 

 
Sin embargo, no le arrojan beneficio alguno a la oferente, pues se 

advierte que el absolvente negó de manera categórica las posiciones 
tendientes a evidenciar la cuestión en controversia; así como tampoco 
realizó declaración alguna que corrobore las afirmaciones de la parte 
actora. 

 
Siguiendo con el análisis de los medios de prueba aportados a juicio 

por la parte actora, se advierte que ofreció la testimonial en las personas 



 
de ********** ********************, ******************** y 
******************************, la cual se desahogó durante la audiencia de 
pruebas y alegatos (con la asistencia de dos de las tres testigos 
propuestas), al tenor del interrogatorio de preguntas y repreguntas 
formulados por los contendientes, de la que se desprende que los atestes 
respondieron coincidieron en lo siguiente: 

 Que conocen a la parte actora desde el dos mil doce. 
 Que conocen a la parte demandada; la primer ateste indicó que desde el dos 

mil trece, mientras que la segunda comentó que desde el dos mil doce. 
 Que conocen al niño, desde que nació. 
 Que la pare actora se ha hecho cargo de las necesidades alimenticias del infante. 
 Que el demandado no cumple con sus deberes de padre; la primera deponente 

externó que desde hace cuatro años, mientras que la segunda comentó que 
desde el dos mil veintiuno. 

 Que la parte demandada no está al pendiente de las necesidades alimenticias 
ni emocionales de su hijo. 

 Que el demandado dejó de convivir con su hijo; la primera testigo externó que 
desde hace cuatro años, mientras que la segunda comentó que desde el dos mil 
veintiuno. 

 Que la parte actora se ha hecho cargo de las necesidades alimenticias, 
habitación, vestido, calzado, gastos médicos y escolares del niño. 

 

Ambas deponentes otorgaron la razón de su dicho, expresando que 
lo declarado lo saben y les consta porque: la primera indicó “porque yo lo 
he visto y he estado en todos los hechos”; “porque la niña es mi nieta, pues 
yo convivo con ellas, las apoyo”; y, finalmente, la segunda respondió 
“porque conozco a la familia y he estado presente desde el nacimiento de 
********** en sus diferentes etapas y he podido presenciar la entrega 
emocional, económica y total de su madre ****************************** y la 
ausencia total en todas las etapas de vida de ********************, del señor 
**********”. 

Testimonial la anterior que, en opinión de quien ahora se pronuncia, 
merece valor probatorio, en los términos de los artículos 239 fracción VI, 
380, 381 del Código de Procedimientos, toda vez que los dichos de los 
testigos coinciden sobre los hechos que depusieron, aunado a que se 
advierte fehacientemente que conocen a los contendientes y al niño. 

 
Resultan aplicables a lo anterior, los criterios jurisprudenciales 

siguientes: 

PRUEBA TESTIMONIAL. SU VALORACIÓN. 8 

 
PRUEBA TESTIMONIAL, REQUISITOS QUE DEBE REUNIR LA. PARA SER 
IDÓNEA.9 

 
 
 

 

8
 Novena Época. Registro: 164440. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXXI, Junio de 2010. Materia(s): Común. Tesis: I.8o.C. J/24. 
Página: 808. Amparo directo 564/98. Josefina Gutiérrez viuda de Chong y otra. 30 de junio de 1998. Unanimidad 
de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo. Secretaria: Edith Alarcón Meixueiro. Amparo directo 
5/2004. María de Lourdes Chávez Aguilar. 21 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan 
Bracamontes Cuevas. Secretario: César Cárdenas Arroyo. Amparo directo 104/2004. Esther Calvo Domínguez. 
15 de abril de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Juan Alfonso 
Patiño Chávez. Amparo directo 180/2008. **********. 2 de abril de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan 
Bracamontes Cuevas. Secretario: Juan Alfonso Patiño Chávez. Amparo directo 103/2009. Abelardo Pérez Muñoz. 
23 de marzo de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Juan Alfonso 
Patiño Chávez. 
9
 Octava Época. Instancia: Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. Fuente: Apéndice de 1995. Tomo: Tomo VI, 

ParteTCC. Tesis: 926. Página: 636. 
Octava Época: Amparo directo 480/90. Pánfilo Saúl Fernández Briones. 28 de febrero de 1991. Unanimidad de 
votos. Amparo directo 40/91. Martha Irma Gutiérrez García. 9 de mayo de 1991. Unanimidad de votos. Amparo 
directo 69/92. Serafín Culebro Mesa. 12 de marzo de 1992. Unanimidad de votos. Amparo directo 158/92. Miguel 
Manuel Arévalo Morales y otro. 23 de abril de 1992. Unanimidad de votos. Amparo directo 592/93. Rubén Ruiz 
Pérez. 28 de octubre de 1993. Unanimidad de votos. 
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Así pues, el desahogo de la citada probanza arrojó que la 
declaración de los atestes fue uniforme en cuanto a señalar que la parte 
demandada no se ha hecho cargo de las necesidades alimenticias, 
habitación, vestido, calzado, gastos médicos y escolares del niño; y que la 
última vez que convivieron fue en el dos mil veintiuno. 

 
Habiendo acreditado lo anterior (los testigos indicaron que la parte 

demandada no se ha hecho cargo de sus obligaciones hacia el infante 
desde el dos mil veintiuno) y tomando en consideración que el abandono 
constituye un hecho negativo que, por su naturaleza, no corresponde a la 
parte actora comprobar, ya que lo que se atribuye al padre es un abandono 
de deberes que le derivan de la patria potestad que hasta ahora ejerce 
respecto del niño, dicho deber se traduce en la imposibilidad de la 
accionante de probar tal conducta pasiva. 

 
Luego, conforme lo establecido en el artículo 223 del Código de 

Procedimientos, se traslada al demandado la carga procesal de justificar 
que sí ha cumplido con los deberes y obligaciones que emanan de su 
calidad de padre, pues obligar a la parte actora a demostrar que su 
antagonista no ha cumplido con tales compromisos, sería exigirle la 
comprobación de hechos negativos, lo que no le corresponde, tal como se 
aprecia en lo sustentado en el criterio jurisprudencial que en su rubro dice: 

HECHOS NEGATIVOS, NO SON SUSCEPTIBLES DE DEMOSTRACIÓN.10 

 

En relación a la prueba presuncional (legal y humana), conforme a 
los artículos 355 y 356 del Código de Procedimientos, consisten en la 
consecuencia que nace inmediata y directamente de la ley (legal), que el 
juez deduce de un hecho conocido para averiguar la verdad de otro 
desconocido y que ésta existe cuando de un hecho debidamente probado 
se deduce otro que es consecuencia ordinaria de aquél (humana). Y la 
prueba de instrumental, no es otra cosa que las actuaciones que obran 
glosadas a los autos. 

 
De lo antes expuesto, se concluye que la parte actora ha 

demostrado los extremos indispensables para declarar fundada la causal 
en análisis, sólo que antes de que la suscrita juzgadora efectúe declaratoria 
alguna respecto de la suerte a seguir del presente fallo, en cumplimiento de 
lo preceptuado por el artículo 403 del Código de Procedimientos, en el 
sentido de que la sentencia se ocupará exclusivamente de las acciones 
deducidas y de las excepciones opuestas, es el turno de analizar si las 
excepciones o defensas formuladas por la parte demandada destruyen o 
tornar ineficaz la acción planteada en su contra. 

 
3.4.3. Estudio del escrito de contestación. Primero, como ya se 

dijo, la parte demandada compareció a hacer uso de su derecho de 
contradicción, en los términos que se señalaron en párrafos que antecede. 

Como prueba de su intención, la parte demandada ofreció la 
prueba  testimonial  en  las  personas  de  **********,  ********************, 
********** y ********** ********************, la cual se desahogó oportunamente 
en autos, al tenor del interrogatorio de preguntas formulado por la oferente, 
al que respondieron tal cual se advierte del acta respectiva. 

 
Elemento de convicción que, en opinión de quien ahora se 

pronuncia, carece de valor probatorio, por los siguientes aspectos: 

 

10
 No. Registro: 267,287, Tesis aislada, Materia(s): Común, Sexta Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación, Tercera Parte, LII, Tesis: Página: 101. 



 

 
De inicio, se observa que todos los atestes coincidieron en señalar 

que conocen a la parte demandada y al infante; mientras que solo tres de 
ellos conocen a la parte actora. 

 
Además, concordaron en establecer que los ahora antagonistas 

procrearon un hijo, el niño, el cual vive con la parte actora, en la colonia 
**********, en esta ciudad. 

 
Entonces, la trascendencia de la prueba es en lo atinente a la 

defensa de la parte demandada, en cuanto a que su antagonista le impidió 
la convivencia con su hijo. 

 
Primero, analizada que fue la declaración del primer testigo, se 

observa que respondió realizando las siguientes expresiones: 

[..] 
A LA DECIMA: no, no se le permite; REPREGUNTAS. 1. Porque me informa mi 
hijo; 2. mi hijo; 3. Sí; 4. Porque me lo platicó; 
[…] 
A LA DECIMA PRIMERA: no; REPREGUNTAS 1. Por platicas de él; 2. Él; 
[…] 
A LA DECIMA TERCERA: si; REPREGUNTAS. 1. Porque me lo dijo él; 2. Él; 
[…] 

 

De igual manera, de la declaración de la segunda testigo, se 
desprende que respondió realizando las siguientes expresiones: 

[…] 
A LA DECIMA: lo visitaba hasta que ella prohibió verlo; REPREGUNTAS. 1. 
Porque somos familia y siempre estamos platicando y siempre preguntamos por 
el niño; 2. Mi hermana, ahí en la familia platicamos, estamos al tanto de todo; 3. 
Mi hermana; 4. Por mi hermana, porque nos juntamos en las reuniones 
platicamos; 
[…] 
A LA DECIMA SEGUNDA: porque ella no se lo permite; REPREGUNTAS. 1. Por 
*****, por mi hermana; 2. Mi hermana; 3. Si, también lo platicamos, cuando 
estamos en familia; 
[…] 
A LA DECIMA TERCERA: si, siempre ha estado al pendiente, hasta que lo dejó 
de ver, siempre ha estado al pendiente, y hasta la fecha le llamaba, pero no ha 
tenido comunicación; REPREGUNTAS 1. Porque mi sobrino siempre está así, 
que lo quiere ver, siempre está al pendiente; 2. No, lo he visto; 3. No, mi hermana; 
4. Porque mi hermana y yo platicamos de que quiere verlo, y cositas así, que no 
lo dejan verlo; 5. Tengo entendido que le marca por teléfono; 6. Hablar por 
teléfono, preguntar por él, por como está el niño; 7. El desde su casa le habla; 8. 
Cuando él nos platica, que yo esté en una llamada o así, no; 
[…] 
A LA DECIMA CUARTA: si, yo sabía que había sacado una cuenta para 
depositarle al niño; REPREGUNTAS. 1. El nos platicó; 2. Él; 3. Si, él y mi 
hermana; 
[…] 

 

Y, finalmente, de la declaración de la segunda testigo, se desprende 
que respondió realizando las siguientes expresiones: 

[…] 
A LA OCTAVA DIRECTA: a lado de su madre; A LA NOVENA DIRECTA: desde 
el 2016. REPREGUNTAS. 1. Por mi sobrino. 2. Por mi sobrino. 3. Mi sobrino. 
[…] 
A LA DECIMA PRIMERA DIRECTA: la últimas vez que convivio con él fue en 
una video llamada por zoom, en marzo del 2023. REPREGUNTAS. 1. mi sobrino 
me lo platicó. 2. Mi sobrino. 3. Así es. 4. Mi sobrino me lo platicó. 
[…] 



 
JF150054155973 

JUICIOS EN ESTADO DE SENTENCIA Y SENTENCIADOS 
SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 
 
 
 
 
 

 
A LA DECIMA QUINTA DIRECTA: desde el 2023 que fue la video llamada Zoom. 
REPREGUNTAS 1. Mi sobrino me lo platicÓ. 2. Mi sobrino. 3. No, yo he vivido 
varias veces. 4. Porque me tocó vivirlo varias veces. 5. En algunas. 6. Dijo mi 
sobrino que fue cuando hicieron la video llamada, la última vez. 7. Me ha tocado 
en las reuniones de la familia. 8. Desconozco la hora. 9. Es cuando él me 
platicaba, nos platicaba a toda la familia; 
[…] 
A LA DECIMA OCTAVA DIRECTA: porque no se lo permiten a su niño; A LA 
DECIMA NOVENA DIRECTA: porque él nos platica cuando insiste en que le 
presten al niño y no, 
[…] 

 

Lo anterior lleva a esta autoridad a deducir que su testimonio no es 
a ciencia cierta, esto es, los atestes no evidenciaron que haya oído 
pronunciar las palabras, presenciado el acto o visto los hechos materiales 
sobre los que deponen; en ese sentido, se constituye "la declaración por 
referencia del propio involucrado", por lo que en realidad no puede 
considerarse como testigo de aquello que no presenció, por tanto, es obvio 
y de lógica elemental que su declaración no tiene valor convictivo alguno ni 
aquéllos el carácter de testigos, sencillamente porque no lo son. 

 
Por lo tanto, se considera que **********, ******************** y 

********** constituyen testigos “de oídas”, por lo que, con fundamento en los 
artículos 380 y 381, se les niega valor probatorio a su dicho. 

 
Así las cosas, el resultado de la descalificación de los primeros tres 

declarantes, trae como consecuencia que la testimonial tenga un solo 
testigo y, en esas condiciones, al medio de prueba le resulta ineficacia 
jurídica de acuerdo a los artículos 380 y 381 del Código de Procedimientos, 
no reúne las exigencias legales para considerarla con valor y eficacia 
probatoria plena, ya que tal declaración resulta ser singular, no habiendo 
sido admitida en términos del artículo 382 del citado ordenamiento, es decir, 
en el caso concreto no aconteció que ambas partes hayan convenido 
expresamente pasar por su dicho, por lo que un solo testigo no hace prueba 
plena. 

 
Dicho de otro modo, para quedar probados los hechos sobre los 

cuales ha versado, es necesario que haya por lo menos dos testigos en 
quienes concurran las siguientes condiciones: que sean libres de toda 
excepción; que sean uniformes; que declaren de ciencia cierta, esto es, que 
hayan oído pronunciar las palabras, presenciar el acto o visto el hecho 
material sobre que deponen; que den fundada razón de su dicho, lo que en 
la especie no aconteció; por tanto, deviene su irrelevancia demostrativa. 

 
Además, la valoración anterior encuentra también apoyo en los 

diversos criterios aislados y jurisprudenciales cuyos rubros a la letra dicen: 

TESTIGO DE OÍDAS.11 

TESTIGOS DE OÍDAS. VALOR DE LOS.12 

 

11 Novena Época. Registro digital: 201067. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IV, Octubre de 1996. Materia(s): Penal. Tesis: VI.2o. 
J/69. Página: 478. Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. Amparo en revisión 293/90. 
******************************. 29 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: 
Armando Cortés Galván. Amparo en revisión 530/91. ******************************. 22 de noviembre de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés Galván. Amparo directo 122/92. 
**********. 7 de abril de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés 
Galván. Amparo directo 456/94. **********. 15 de marzo de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia 
Estela Martínez Cardiel. Secretario: José Luis González Marañón. Amparo en revisión 412/96. ********************. 
4 de septiembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: Enrique Baigts 
Muñoz. 
12 Octava Época. Registro digital: 221598. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación. Tomo VIII, Octubre de 1991. Materia(s): Común. Tesis: VII.1o. J/14. Página: 
119. Primer Tribunal Colegiado del Séptimo Circuito. Amparo en revisión 537/88. ********************. 31 de mayo 
de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Eliel E. Fitta García. Secretario: Antonio Zúñiga Luna. Amparo directo 
1365/89. ********************. 14 de febrero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Eliel E. Fitta García. 



 

 
PRUEBA TESTIMONIAL, APRECIACIÓN DE LA.13 

TESTIGO. RAZÓN DE SU DICHO. DEBE BUSCARSE EN EL CONTENIDO GENERAL 
DE SU DECLARACIÓN.14 

PRUEBA TESTIMONIAL, REQUISITOS QUE DEBE REUNIR LA. PARA SER IDÓNEA.15 

TESTIGO SINGULAR. LA ACEPTACIÓN DE LAS PARTES EN PASAR POR SU DICHO, 
DEBE SER PREVIA AL DESAHOGO DE LA PRUEBA. (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE PUEBLA).16 

 

En otro orden de ideas, la parte demandada ofreció la prueba 
testimonial hostil en la persona de **********, la cual se desahogó 
oportunamente en la audiencia de pruebas y alegatos. 

 
Elemento de convicción que, en opinión de quien ahora se 

pronuncia, merece valor probatorio, en los términos de los artículos 239 
fracción VI, 380, 381 del Código de Procedimientos. 

 
Sin embargo, no abona a la defensa de la parte demandada de 

encontrarse cumpliendo con sus obligaciones y/o deberes de padre para 
con el niño; y menos aún en torno a la negativa de la parte actora de 
impedir u obstaculizar la convivencia. 

 
Por otro lado, la parte demandada allegó los siguientes 

documentos: 
 

a) Dos comprobantes de depósito a tarjeta, expedidos por Banco 
******************************, a una cuenta con terminación **********, 
a nombre de la parte actora. 

b) Tres comprobantes de depósito a cuenta a la tarjeta con 
terminación ********** de **********, expedidos por ********** de 
Capital Variable. 

c) Cinco comprobantes de depósito en efectivo a tarjeta de débito, a 
una cuenta de referencia con terminación **********, pero sin nombre 
del beneficiario, expedidos por ********** de Capital Variable. 

 
Documentales privadas a las que se les otorga valor probatorio 

pleno, de conformidad con lo establecido en los artículos 239 fracción II, 290 
y 383 del Código de Procedimientos. 

 
Empero, resulta necesario establecer lo siguiente: 

 

 

Secretario: Pedro Pablo Hernández Lobato. Amparo directo 1971/89. **********. 21 de febrero de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: Eliel E. Fitta García. Secretaria: Nilvia Josefina Flota Ocampo. Amparo directo 
1875/89. **********. 24 de octubre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Eliel E. Fitta García. Secretario: Pedro 
Pablo Hernández Lobato. Amparo en revisión 189/89. **********. 28 de agosto de 1991. Unanimidad de votos. 
Ponente: Eliel E. Fitta García. Secretario: Pedro Pablo Hernández Lobato. Nota: Esta tesis también aparece 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 46, octubre de 1991, página 84. 
13

 No. Registro: 351,116, Tesis aislada, Materia(s): Común, Quinta Época, Instancia: Tercera Sala, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, LXXVI, Tesis: Página: 3192, Amparo civil directo 2647/36. **********.- 8 de 
mayo de 1943.- Unanimidad de cuatro votos. El Ministro Felipe de J. Tena no intervino en la votación de este 
asunto por las razones que constan en el acta del día. La publicación no menciona el nombre del ponente. 
14

 Octava Epoca, Instancia: Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación,  Tomo:  IX,  Marzo  de  1992,  Página:  316,  Amparo  en  revisión  130/91. 
****************************************. 4 de diciembre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Lucio Antonio 
Castillo González. Secretario: José Rafael Coronado Duarte. 
15

 Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. Amparo directo 480/90. **********. 28 de febrero de 1991. Unanimidad 
de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: Reynol Castañón Ríos. Amparo directo 40/91. 
**********. 9 de mayo de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: José 
Gabriel Clemente Rodríguez. Amparo directo 69/92. ******************************. 12 de marzo de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: Miguel Ángel Esquinca Molina. 
Amparo directo 158/92. **********. 23 de abril de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco 
Santiago. Secretario: José Gabriel Clemente Rodríguez. Amparo directo 592/93. **********. 28 de octubre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: José Gabriel Clemente Rodríguez. 
Octava Época. Instancia: Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación Tomo: 72, Diciembre de 1993 Tesis: XX. J/49 Página: 93. 
16

 Amparo directo 551/90. **********. 14 de marzo de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Dueñas 
Sarabia. Secretario: César Flores Rodríguez. No. Registro: 223,079. Tesis aislada. Materia(s): Civil. Octava 
Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VII, Mayo de 
1991. Tesis: Página: 315. Primer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. 
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Primero, los documentos identificados en los incisos a) y b) pueden 
ser vinculados con la parte actora; pero los del inciso c), no tienen 
referencia que los ligue con la antes mencionada. 

Y, segundo, la obligación alimentaria es de tracto sucesivo y 
requiere de una regularidad y constancia, pues de ello depende la 
satisfacción de las necesidades básicas más apremiantes del infante; por 
ende, en consideración de quien ahora se pronuncia, la justificación de 
cinco pagos no representa el cumplimiento total a la obligación de alimentos 
que gravita sobre el padre, respecto de su hijo. 

 
En lo que respecta a las impresiones que constituyen capturas de 

pantalla de conversaciones aparentemente obtenidas de la red social 
“Watssapp” que según afirma la parte demandada son entre él y la parte 
actora, esta autoridad les niega valor probatorio, debido a que no es posible 
determinar el origen de las conversaciones ni identificar a los usuarios, de 
manera que puedan vincularse con las partes antagonistas en el presente 
procedimiento. 

 
Por lo que hace a la documental consistente en las impresiones 

fotografías allegadas por la parte demandada, una vez analizadas, se les 
resta valor demostrativo en virtud de que no es posible para quien ahora se 
pronuncia determinar la identidad de las personas que ahí aparecen, así 
como tampoco la temporalidad las imágenes; lo anterior es acorde con el 
numeral 383 del Código de Procedimientos. 

 
Por otro lado, la parte demandada ofreció como pruebas de su 

intención: 
 

La documental vía oficio que solicitó se girara al Juzgado Tercero 
Familiar del Primer Distrito Judicial del Estado, a efecto de que remitiera 
copia certificad de todo lo actuado dentro del expediente número **********, 
relativo a las ********** promovido por el aquí demandado, a favor del niño, 
representado por la ahora parte actora. 

 
La documental vía oficio que solicitó se girara al Juzgado Cuarto de 

Juicio Familiar Oral del Segundo Distrito Judicial del Estado, a efecto de que 
remitiera copia certificad de todo lo actuado dentro del expediente número 
**********, relativo al ********** promovido por el ahora demandado, respecto 
del infante, en contra de la aquí parte actora. 

 
En ambos casos, se giraron los medios de comunicación 

correspondientes y se recibieron los informes, a los que se acompañó lo 
peticionado. 

 
Actuaciones judiciales que, en términos de lo dispuesto por los 

numerales 239, fracción II, 287, fracción VIII, 369, 370 y 272 del Código de 
Procedimientos, cuentan con valor probatorio pleno. 

 
La primera de ellas evidencia que la parte demandada interpuso la 

controversia para peticionar la convivencia con su descendiente. 
 

En opinión de esta autoridad, dicho medio de prueba resulta 
insuficiente para acreditar el cumplimiento de la parte demandada 
respecto de sus deberes para con el infante, pues solo es posible concluir 
que en la actualidad se ventila el reclamo judicial de convivencia entre la 
parte demandada y su hijo; sin embargo, de dichas actuaciones no se 
desprende constancia alguna que evidencie que durante el lapso que 



 
señala la parte actora (desde hace más de tres años) o incluso después de 
esa fecha hasta este momento, la parte demandada haya satisfecho las 
necesidades tanto materiales como emocionales del niño. 

 
Además, no pasa desapercibido que la demanda en la que se 

reclama la pérdida de la patria potestad fue presentada en el mes de 
**********, siendo emplazado el ********** de esa misma anualidad. 

 
Luego, mediante escrito presentado hasta el ********** la parte 

demandada solicitó a mi homólogo le concediera convivencia con su hijo. 
 

Dicha petición fue planteada después de haber sido llamado al 
presente juicio. 

 
El orden cronológico de los anteriores eventos, llevan a esta 

autoridad deducir válidamente que la acción del demandado fue en 
evidente reacción a la demanda de pérdida de patria potestad que fue 
planteada en su contra. 

 
La segunda documental, ciertamente evidencia que el aquí 

demandado promovió diligencias preliminares de consignación de pensión 
alimenticia a favor de la ahora parte actora, en representación de su hijo. 

 
Empero, dicho procedimiento no cumplió los requisitos legales para 

tener por constituidas las consignaciones, pues la parte beneficiaria no fue 
notificada de dicho trámite; y ciertamente, no recibió ni cobró cantidad 
alguna. 

 
Por lo tanto, ninguna de las documentales aportan beneficio 

procesal alguno al oferente de la prueba. 
 

Finalmente, se advierte que el demandado ofreció la prueba 
confesional por posiciones y declaración de parte a cargo de la parte 
actora, las cuales fueron calificadas de legales y admitidas a trámite, 
teniendo su materialización dentro de la audiencia de pruebas y alegatos. 

 
Elementos de convicción a los que se les otorga valor probatorio 

pleno, de conformidad con los artículos 239 fracción I, 260, 261, 286 bis, 
286 bis I, 360 y demás relativos del Código de Procedimientos, puesto que 
fueron desahogados cumpliendo las formalidades de ley. 

 
Sin embargo, no le arrojan beneficio alguno al oferente, pues se 

advierte que la absolvente negó de manera categórica las posiciones 
tendientes a evidenciar la cuestión en controversia; así como tampoco 
realizó declaración alguna que le perjudique y le produzca beneficio a la 
parte demandada. 

 
El resto del caudal probatorio ofertado por la parte demandada 

tampoco le acarrea beneficio procesal alguno, pues en lo que se refiere a la 
presuncional en su doble aspecto, conforme a los artículos 355 y 356 del 
Código de Procedimientos en cita, éstas consisten en la consecuencia que 
nace inmediata y directamente de la ley (legal), que el juez deduce de un 
hecho conocido para averiguar la verdad de otro desconocido y que ésta 
existe cuando de un hecho debidamente probado se deduce otro que es 
consecuencia ordinaria de aquél (humana). 

 
Bajo esa tesitura, se tiene que la legislación aplicable no contempla 

algún supuesto que pueda considerarse consecuencia inmediata y directa 
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para tener a la parte demandada justificando que no ha abandonado a su 
hijo durante un plazo de más de ciento ochenta días naturales, aun cuando 
no se comprometió su salud, seguridad o moralidad, así como tampoco 
acredita el cumplimiento de sus obligaciones de padre. 

 
Lo mismo ocurre con la prueba documental por actuaciones, a las 

que esta autoridad les reconoce eficacia probatoria plena, en términos de lo 
dispuesto por los numerales 239, fracción II, 287, fracción VIII, 369, 370 y 
272 del Código de Procedimientos. 

 
Pues de las constancias que obran glosadas a los autos, no se 

desprende alguna prueba que genere en el ánimo de la suscrita juzgadora 
la convicción de la certeza de la defensa de la parte demandada, ya que a 
éste le correspondía acreditar fehacientemente que ha estado cumpliendo 
a satisfacción con las obligaciones inherentes al ejercicio de la patria 
potestad que ejerce sobre su hijo. 

 
En consecuencia, después de haber analizado las excepciones y 

defensas formuladas por la parte demandada, a la luz de los medios de 
prueba aportados, anteriormente reseñados y valorados, esta autoridad 
concluye que no acreditó sus argumentos, principalmente el sentido de que 
no abandonó a su hijo por un lapso igual o mayor a ciento ochenta días, que 
se encuentre dando cumplimiento con sus deberes de padre para con ellos 
y/o que la convivencia le haya sido impedida por su antagonista. Es decir, 
no desvirtuó lo evidenciado por su contraparte. 

 
Razones por la cuales esta autoridad considera que efectivamente 

la parte demandada no se ha hecho cargo de sus deberes de padre para 
con su hijo, asistiéndolo, cuidándolo y protegiéndolo, con lo cual evidencia 
una conducta irresponsable en contra del infante, dejándolo abandonado y 
carente de la presencia y guía paterna. 

 
Comportamiento humano así asumido por el enjuiciado que se 

aparta en demasía de los principios elementales del respeto, atención, 
cuidado, protección y demás que un padre debe de tener para con su hijo, 
ocasionándose igualmente un grave incumplimiento en torno a la obligación 
de proporcionar los medios suficientes para su manutención y estar al tanto 
del aseguramiento de su educación, atención médica y demás 
acontecimientos, los cuales, resultan ser por demás obvias causales de 
detrimento en la formación y educación de su descendiente, pudiendo 
haberle ocasionado un gran daño psicológico y moral. 

 
3.5. Opinión del niño. En el presente asunto se encuentran 

inmersos los derechos de un infante, en torno a lo cual se señala que el 
artículo 418 del Código Civil17 determina la obligación del juzgador a 
escuchar a los menores de edad, conforme a su edad y madurez; y se 
resolverá lo que sea más conveniente a su bienestar. 

 
Lo anterior también encuentra apoyo en el criterio que reza de la 

siguiente manera: 
 

DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN LOS PROCEDIMIENTOS 
JURISDICCIONALES QUE AFECTEN SU ESFERA JURÍDICA. LINEAMIENTOS PARA 
SU EJERCICIO.18 

 

17
 Art. 418.- En todos los casos en que se requiera la intervención judicial para decidir sobre la patria potestad, la 

custodia y la convivencia de los menores sujetos a ellas, deberá escuchárseles conforme a su edad y madurez; 
y se resolverá lo que sea más conveniente a su bienestar. Lo mismo se observará en los asuntos relativos a la 
formación y educación de los menores. 
18

 Época: Décima Época, Registro: 2003022, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 1, Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a. 



 

 
Ello en virtud que su interpretación resulta más favorable al derecho 

humano de los menores de expresar su opinión en los asuntos que los 
afecten, para lo cual se les debe tomar su parecer; pero siempre en el 
ambiente idóneo que, conforme al arbitrio y facultades de la autoridad, se 
consideren adecuados, debiendo contar también con la asistencia de un 
especialista perteneciente a alguna dependencia encargada de brindar 
asistencia en cualquier orden en las cuestiones y asuntos relacionados con 
los menores y la familia. 

 
Por ello, se ordenó girar atento oficio al Centro Estatal de 

Convivencia del Estado para que se procediera a realizar una evaluación al 
infante, a efecto de obtener su condición de madurez y con ello determinar 
si se encuentran en posibilidad de formarse un criterio y si podían ser 
escuchado por este tribunal. 

 
Efectuada la evaluación se recibió el resultado, en cuya conclusión 

el especialista en psicología de la citada institución indicó que sí cuenta con 
la suficiente madurez cognitiva y conductual, acorde a su edad, para 
formarse un criterio propio, externar su opinión y ser escuchado por esta 
autoridad. 

 
Con motivo de lo anterior, se señaló fecha y hora para el efecto de 

realizar una entrevista al niño; dicha diligencia se desarrolló acorde a los 
lineamientos establecidos en la ley y en el Protocolo de Actuaciones para 
quienes imparten justicia en casos que involucren niños, niñas y 
adolescentes; evento en el cual expuso lo siguiente: 

 
“Que si quiere platicar. 
Si sabe que viene a platicar de su otro papá. 
Tiene ********** años, va en *****, su escuela se llama **********, está un poco 
lejos de su casa, a la escuela lo lleva su mamá y su papá **********. 
Vive con su mamá, papá, su hermano **********, que tiene ********** años. 
Se levanta a las seis de la mañana. 
Se prepara para ir a la escuela, cuando sale, su mamá, lo recoge, llegan por su 
hermano, luego van a la **********, se queda hasta las seis, y hace tarea. 
Le gusta practicar Americano. 
No ve ni plática con su papá **********, lo vio cuando tenía como ********** años, 
según él recuerda que se separaron cuando él tenía ********** año. 
No ha visto a la familia de su papá. 
No le gustaría ver ni platicar con él, cuando lo veía, lo cuidaban en casa de sus 
abuelitos y ahí ********** iba a visitarlo. 
No le gustaría ni ver ni platicar con sus abuelitos. 
Si el ve a su papá, no lo reconoce, lo vio en fotografía, piensa que ha cambiado 
mucho. 
Cuando hace tarea lo ayuda su papá ********** o su mamá, el hace su tarea, solo 
en las dudas corre con su papá o mamá. 
Si visita a la familia de su papá **********, tiene primos y si conoce a los papas de 
él y los visita, si le gusta pasar tiempo ahí. 
El fin de semana, el sábado trabajan sus papás hasta las cuatro o cinco, cuando 
terminan juegan con su papá en la consola o van al cine o al Carls Jr, y el 
domingo, recoge y están todos juntos. 
Así mismo se le cuestionó si tenía alguna duda o quisiera comentarnos algo 
respecto a su comparecencia a este juzgado. Luego de ello, preguntó lo 
siguiente: 
¿Si no estuviera ********** como quiera pasaría esto? En atención a ello se le 
explicó, en términos entendibles a su edad, como se le comentó desde el inicio 
de la entrevista el objetivo de la tramitación de este procedimiento y en que le 
afecta a él o en que le beneficia, a lo que comentó que le quedaba claro. 
Si está de acuerdo en que su mamá tome las decisiones por él. 
Su materia favorita es matemáticas le gustaría ser cirujano de grande.” 

 

LXXIX/2013 (10a.), Página: 884. Amparo directo en revisión 2479/2012. 24 de octubre de 2012. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
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Actuación judicial la anterior a la que se le otorga valor demostrativo 
pleno, de conformidad con los artículos 239, fracción II, 287 fracción VIII, 
369, 370 y 272 del Código de Procedimientos. 

 
3.6. Opinión del tutor provisional y de la Agente del Ministerio 

Público. Consta en autos que se otorgó la intervención al tutor provisional 
del infante, a fin de que manifestara lo que a los derechos de su 
representado conviniera, lo que efectuó de la siguiente manera: 

Que habiéndome impuesto de los autos del expediente en que se actúa y toda 
vez que se me tiene como Tutor del menor **********, solicito se continúe con el 
procedimiento y que al momento de resolver este juicio, sean tomados en cuenta 
los escritos de demanda, contestación, réplica, dúplica, las pruebas ofrecidas y 
desahogadas en el procedimiento, la opinión rendida por mi pupilo y la que rinda 
la C. Agente del Ministerio Público adscrito a este H. Juzgado, y en consecuencia 
se dicte la resolución definitiva en la cual sean resguardados los derechos de mi 
representado conforme a lo establecido en los artículos 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 11, 12 y 
demás relativos de la Ley Para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes. 

 

De igual manera, se advierte que compareció la Agente del 
Ministerio Público de esta adscripción, emitiendo la opinión que a su 
representación social y legal convino de la manera siguiente: 

En contestación a la vista ordenada, ésta Representación Social es de opinión 
que al momento procesal oportuno en que a bien tenga resolver la presente causa 
de manera definitiva, lo haga tomando en consideración para ello el caudal 
probatorio existente en cuanto se beneficie el principio rector del interés superior 
de la niñez, regido por numeral 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en relación con los artículos 1, 2, 6, 8, 10, 13, 17, 41, 46, 60, 86, 92, 
93, 104, 134, 145, 149 de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 
para el Estado de Nuevo León y numerales 1, 3 y 8 de la Convención 
Internacional sobre la Protección de los Derechos del Niño, ésta última aprobada 
por nuestro país en el año 1990 mil novecientos noventa, debiéndose dictar una 
sentencia apegada a derecho y legalidad, previamente reunidos los lineamientos 
y requisitos de legalidad que lo rigen. 

 

En conclusión, una vez que fueron analizadas las posturas de las 
partes, los medios de prueba aportados a juicio, las opiniones del tutor 
provisional y de la Agente del Ministerio Público de esta adscripción, se 
determina que la parte actora justificó los extremos pretendidos, mientras 
que la parte demandada no desvirtuó lo acreditado por su oponente, dado 
que no acreditó sus excepciones ni defensas. 

 
Por lo tanto, esta autoridad declara acreditada la causal contenida 

en la fracción V del antes citado numeral 444 del Código Civil. 
 

Sirviendo como apoyo a lo anterior, los criterios jurisprudenciales, 
que en su rubro señalan: 

ABANDONO DE UN MENOR DE EDAD. SU INTERPRETACIÓN COMO CAUSAL DE 
PÉRDIDA DE LA PATRIA POTESTAD ATENDIENDO AL INTERÉS SUPERIOR DEL 
MENOR.19 

ALIMENTOS. EL CONTENIDO MATERIAL DE LA OBLIGACIÓN DE OTORGARLOS VA 
MÁS ALLÁ DEL MERO ÁMBITO ALIMENTICIO EN ESTRICTO SENTIDO.20 

 
 

 

19
 Décima Época, Registro: 2002687, Instancia: Primera Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Libro XVII, Febrero de 2013, Tomo 1, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a. LXV/2013 
(10a.), Página: 93. 
20

 Décima Época, Registro: 2007721, Instancia: Primera Sala, Tesis Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I, Materia(s): Civil, Tesis: 1a. CCCLVIII/2014 (10a.), 
Página: 585. 



 
Aunado a ello, se destaca que en la presente resolución se prioriza 

el interés superior del niño, ya que va dirigido a forjar un desarrollo humano 
integral y una vida digna, así como a generar las condiciones materiales que 
le permitan vivir plenamente y alcanzar el máximo bienestar personal, 
familiar y social posible, además de ser un asunto de orden público e interés 
social y con apoyo en lo establecido en los artículos 4º de la Constitución; 
3º, 6º, 7º y 8º de la Convención sobre los Derechos del Niño; y 22 de la Ley 
de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. 

 
3.7. Declaración. En tales condiciones, este órgano jurisdiccional 

tiene a bien declarar fundada la acción de pérdida de la patria potestad 
promovido por ******************************, en contra de **********, respecto 
del infante ********************, representado en este procedimiento por su 
tutor provisional, el licenciado **********; asunto tramitado bajo el número 
de expediente judicial **********. 

 
3.7.1. Efectos del fallo. Condena Bajo el contexto anterior, en 

apego a lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución, la que 
ahora juzga condena a ********** a la pérdida del derecho a ejercer la 
patria potestad sobre su hijo, **********. 

 
En concordancia con lo anterior, la que ahora se pronuncia declara 

que el ejercicio exclusivo de ese derecho le corresponde a la madre del 
niño, pues dentro del presente procedimiento, con las pruebas reseñadas 
y valoradas se justificó plenamente que el enjuiciado abandonó sus deberes 
de padre y por un término superior a los ciento ochenta días naturales, 
mostrando con ello una conducta irresponsable en contra de su 
descendiente, circunstancia que causa un detrimento en su formación y 
educación, quien se encuentra en una etapa de desarrollo, crecimiento y 
formación de su carácter y personalidad. 

 
3.7.2. Convivencia. No obstante que la parte demandada ha 

perdido el derecho para ejercer la patria potestad respecto del infante, éste 
ostenta el derecho de convivir con el padre no custodio, lo que no puede 
dejarse sin pronunciamiento alguno, dado que la crisis ocurrida entre los 
ascendientes puede obstaculizar la convivencia de las niñas, niños, 
adolescentes y/o personas menores de edad, con el padre que se encuentra 
separado del hogar de origen. 

 
Esto es así debido a que en estos casos de crisis llega a ocurrir que 

alguno de los progenitores, o ambos, tomen partida y –frecuentemente– en 
lugar de buscar acuerdos convenientes a los intereses de sus hijos, cierran 
toda posibilidad al otro de ver o tener contacto con ellos, lo que provoca que 
estos últimos se vuelvan víctimas verdaderos de las desavenencias de la 
pareja, y no en pocas ocasiones son utilizados como instrumentos que 
sirven para que los cónyuges se ofendan o dañen entre sí, siendo por 
consecuencia los mayores afectados no los padres, sino los hijos. 

 
Entonces, se determina que el niño tienen expedito su derecho de 

convivencia para con su padre, la ahora parte demandada, mismo que 
puede entablar cualquiera de los progenitores o incluso el Ministerio 
Público, previa opinión de aquél, en los términos de los artículos 14 y 17 de 
la Constitución y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 
3.7.3. Obligación. Se declara que subsisten para la parte 

demandada las obligaciones que tienen para con su hijo, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 285 del Código Civil. 
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Determinación que se toma con el objeto de salvaguardar el interés 
superior del infante, como lo dispone el artículo 952 del Código de 
Procedimientos. 

Disposiciones que obligan a las autoridades judiciales a resolver lo 
más benéfico para las niñas, niños, adolescentes e incapaces, sin soslayar 
el desinterés, desapego, e irresponsabilidad de los primeros obligados a 
otorgar alimentos y afecto a sus hijos; debiendo aportar que todos los 
derechos son correlativos de obligaciones y entonces quienes no los 
cumplen no pueden acceder a continuar ejerciendo derecho alguno. 

 
3.7.4. Modificación. Cabe hacer mención que la presente 

resolución es susceptible de modificación, previa petición de la parte 
interesada o del Ministerio Público, cuando concurran causas 
supervenientes que afecten el bienestar del niño; lo anterior con sujeción a 
lo establecido en el diverso artículo 424 bis del Código Civil. 

3.8. Costas. Los artículos 90 y 91 del Código de Procedimientos21 

establecen las reglas para la condena en costas. Sin embargo, tratándose 
de asuntos relacionados con el derecho familiar o en los que cuales se vean 
involucrados derechos de niñas, niños y adolescentes, esta autoridad 
determina que cada una de las partes contendientes deberá soportar los 
gastos que se originen en el presente procedimiento. Lo anterior es con 
base a la jurisprudencia cuyo rubro es del tenor siguiente: 

GASTOS Y COSTAS. NO PROCEDE LA CONDENA A SU PAGO EN LOS JUICIOS O 
PROCEDIMIENTOS RELACIONADOS CON EL DERECHO FAMILIAR (INCLUIDOS 
LOS JUICIOS DE DIVORCIO NECESARIO), DE MENORES DE EDAD O INCAPACES, 
ACORDE CON LA REFORMA AL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 104 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE VERACRUZ, 
VIGENTE A PARTIR DEL VEINTIOCHO DE ENERO DE DOS MIL QUINCE Y A LA 
JURISPRUDENCIA PC.VII.C. J/1 C (10a.) [INAPLICABILIDAD DE LA TESIS VII.2o.C.61 
C (10a.)].22 

 

4. Puntos resolutivos. 
 

Primero: Se declara que la parte actora justificó los hechos 
atinentes a la causal invocada, mientras que la parte demandada no 
desvirtuó lo acreditado por su oponente; en consecuencia: 

 
Segundo: Se declara fundada la acción de pérdida de la patria 

potestad promovida por ******************************, en contra de **********, 
respecto del niño ********************, representado en este procedimiento 
por su tutor provisional, el licenciado **********; asunto tramitado bajo el 
número de expediente judicial **********; por consiguiente: 

 
Tercero: Se condena a ********** a la pérdida del derecho a ejercer 

la patria potestad sobre su hijo ********************, decretándose el ejercicio 
exclusivo de ése derecho a ******************************, madre del infante. 

 
 
 
 

21
 Artículo 90.- En toda sentencia definitiva o interlocutoria dictada en asuntos de carácter contencioso, se hará 

forzosamente condenación en costas, determinando cuál de las partes debe pagar a la parte contraria las costas 
que se le hayan causado en el juicio. 
En caso de que las partes hubieren llegado a un convenio como resultado de la mediación, de la conciliación o 
de cualquier otro arreglo con apoyo 
de métodos alternos de solución de conflictos, no habrá condena en costas, debiendo soportar cada parte las que 
hubiere erogado, salvo acuerdo en contrario. 
Artículo 91.- Siempre serán condenados en costas: el litigante que no obtenga resolución favorable sobre ninguno 
de los puntos de su demanda y el que fuere condenado en absoluta conformidad con la reclamación formulada 
en su contra. 
22

 Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de abril de 2016 a las 10:22 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo III, abril de 2016, página 2296. 



 
Cuarto: No obstante lo anterior, queda expedito el derecho de 

convivencia del niño ******************** para ver y convivir con su padre, 
**********, el cual podrá ejercitarse por cualquiera de los progenitores o, 
incluso, por el Ministerio Público, previa opinión de aquél. 

 
Quinto: Se declara que subsisten para ********** las obligaciones 

que como padre tienen para con su hijo, **********. 
 

Sexto: Se declara que la presente resolución es susceptible de 
modificación, previa petición de la parte interesada o del Ministerio Público, 
cuando concurran causas supervenientes que afecten el bienestar del 
infante **********. 

 
Séptimo: Esta autoridad determina que las partes deberán sufragar 

los gastos que cada uno haya generado con la tramitación del presente 
procedimiento. 

 
Octavo: Notifíquese personalmente.- Así definitivamente 

juzgando lo resuelve y firma la ciudadana licenciada Miralda Escamilla 
Garza, Juez Primero de lo Familiar del Segundo Distrito Judicial del Estado, 
ante la fe de la ciudadana licenciada Gloria María Mayela García 
Sánchez, secretario que autoriza y firma.- Doy fe.- 

 
Licenciada Miralda Escamilla Garza. Licenciada Gloria María Mayela García Sánchez. 

Juez Primero de lo Familiar del  La ciudadana secretario. 
Segundo Distrito Judicial del Estado. 

La resolución que antecede se publicó en el Boletín Judicial número 8974 del 13 de enero de 2026; 

lo que se hace constar para los efectos del artículo 76 del Código de Procedimientos Civiles vigente 
en el Estado.- Doy fe.- 

La ciudadana secretario. 
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3 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y en los artículos 3 y 141 de la 
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